La cuota femenina en las candidaturas electorales by Peces-Barba Martínez, Gregorio
EL PAÍS, jueves 1 de julio de 1999 
Desde posiciones feministas se 
está planteando en los últimos 
años la llamada dembcracia pari-
taria, donde se pretende que se 
tomen una serie de medidas jurídi-
cas para hacer posible la incorpo-
ración progresiva y equitativa de 
la mujer, en iguales condiciones 
que los hombres, en la vida políti-
ca y en las instituciones públicas. 
Hay tomas de posiciones en ese 
sentido en el Consejo de Europa, 
en la IV Conferencia Guberna-
mental Europea de noviembre de 
1997, en la Unión Interparlamen-
taria y, también, más tímidamen-
te, en la Unión Europea. En algu-
nos Estados, como Italia y Fran-
cia, por ejemplo, con distinta me-
todología y distintos resultados, 
se han dado también pasos en ese 
sentido. Pero no es mi intención 
argumentar sobre la base del De-
recho positivo comparado o inter-
nacional, ni de decisiones de órga-
nos políticos, aunque naturalmen-
te reflejen un estado de opinión 
que pone de· relieve la importan-
cia del problema. Pretendo, más 
bien, desde la historia de los dere-
chos humanos y desde su teoría, 
reflexionar sobre si el derecho de 
sufragio, desde el sufragio univer-
sal, da alguna luz para avanzar 
sobre este tema. Se trata de saber 
si el concepto de igualdad abarca 
también la posibilidad de estable-
cer legalmente en España cuotas 
de candidatas en las diversas elec-
ciones reservadas a las mujeres, y 
si esa reforma de la Ley Electoral 
General exige previamente una re-
forma de la Constitución. 
Si nos centramos en la moder-
nidad, sede histórica de la implan-
tación de los derechos humanos, 
podemos distinguir, a partir de 
las revoluciones liberales, los si-
guientes modelos: 
a) El modelo de la discrimina-
ci.ón normativa, donde la diferen-
cia entre los sexos era relevante 
para un tratamiento discriminato-
rio en el trabajo, en las relaciones 
familiares y en la participación po-
lítica. La mujer no participaba 
por una exclusión jurídica del go-
ce de derechos como los referidos 
a la patria potestad, al acceso y a 
la promoción en el trabajo, al sala-
rio o al sufragio. En Kant, en su 
pequeña obra En torno al tópico: 
tal vez eso sea correcto en teoría, 
pero no sirve para la práctica, se 
encuentra la justificación teórica 
de ese modelo que restringirá al 
hombre blanco, europeo y atlánti-
co, con instrucción y con medios . 
económicos, los derechos, y entre 
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ellos el de la participación políti-
ca, como elector y como elegible. 
b) El modelo de la igualdad 
normativa como equiparación. So-
bre la base del principio revolucio-
nario de los derechos naturales, 
en virtud del cual "todos los hom-
bres nacen y permanecen libres e 
iguales en derechos", se produjo 
un proceso de positivación y de 
generalización que extendió a to- · 
dos los hombres mayores de edad 
los derechos políticos, y no sólo a 
quienes podían inscribirse en el 
censo, por su instrucción o por 
sus medios económicos. Este pro-
ceso se sitúa históricamente en el 
siglo XIX, y a principios del XX 
se inicia la extensión de la igual-
dad, desde el "todos" masculino 
a la mujer, y esa igualación nor-
mativa, que en España se produjo 
con la Constitución republicana 
de 1931, se puede considerar con-
cluida, o al menos muy avanzada 
en nuestros días. Es un proceso de 
igualación normativa como equi-
paración donde las diferencias, 
como la del sexo, no se conside-
ran relevantes para justificar legal-
mente un trato desigual. Las nor-
mas constitucionales equiparan 
en derechos fundamentales al 
hombre y a la mujer, y se conside-
ra discriminatorio e inconstitucio-
nal cualquier trato normativo que 
así lo impida. Es el modelo del 
artículo 14 de nuestra Carta Mag-
na. En el tema que nos ocupa con-
duce el sufragio universal masculi-
no y femenino, activo y pasivo. 
c) El modelo de la especifica-
ción por medio de la igualdad como 
diferenciación. Ya en el siglo XX 
se produce una corrección de la 
igualdad normativa como equipa-
ración, que tenia como sujeto titu-
lar de los derechos a un abstracto 
horno iuridicus, hombre y ciudada-
no, que incluía a la mujer en un 
ámbito. La córrección se produjo 
cuando se llegó a la convicción de 
que grupos de personas, colecti-
vos que no abarcaban a todos, 
estaban en situación de inferioric 
dad respecto a otros. La constata-
ción empezó por la satisfacción 
de las necesidades básicas de 
aquellas personas que no pueden 
satisfacerlas por sí mismas y con 
el apoyo promocional de los pode-
res públicos. Pero la especifica-
ción propiamente dicha afecta a 
colectivos que por razones cultu-
rales, como la mujer; físicas o psí-
quicas, como los minusválidos; 
de edad, como los niños y los an-
cianos; económicas, como los con-
sumidores; en situación de suje-
ción especial, como los soldados 
o los presos, o de salud, como los 
enfermos, necesitaban un trata-
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miento específico que se organizó 
a través de derechos fundamenta-
les, no de todos, sino sólo de aque-
llas personas situadas en aquellas 
condiciones concretas. Aqui, el 
tratamiento exigía una idea de 
igualdad como diferenciación, tér-
mino preferible para mi al de dis-
criminación positiva, para que la 
inferioridad concreta pudiera des-
aparecer a través de la homogenei-
dad que equiparara a esas perso-
nas con el resto. La aparición de 
este modelo es un signo de la insu-
ficiencia del modelo anterior de la 
igualdad normativa como equipa-
ración. La toma de conciencia de 
que la igualdad como norma rio 
suprime siempre la desigualdad 
como hecho fue determinante pa-
ra impulsar y profundizar este ter-
cer modelo. La igualdad normati-
va entre hombre y mujer ante los 
derechos políticos no resolvía si-
no una parte del problema, pues-
to que todos podían ejercer el su-
fragio activo. Sin entrar en las cau-
sas económicas y culturales que 
fue necesario superar y quizás las 
aún pendientes para que la emi-
sión del voto fuera realmente 
igual, sólo contestamos a la pre-
gtli"lta ¿quién vota?; no contesta-
mos a la que afecta al voto pasi-
vo, ¿a quién se vota? En efecto, el 
sufragio activo ·permite a todos 
una influencia igual al elegir a los 
que toman las decisiones, pero no 
permite esa influencia igual en el 
momento en que estas decisiones 
son tomadas. El número de muje-
res candidatas, pese a la igualdad 
normativa, es muy insuficiente, y 
esa realidad se puede constatar 
por medios objetivos, estadísticos 
o sociológicos. El mismo hecho 
de que los partidos hayan toma-
do decisiones internas para paliar 
esa situación es un signo de su 
importancia, y quizás haya llega-
do el momento de tomar medidas 
en el plano jurídico, modificando 
la ley electoral. 
En mi opinión, esa posibilidad 
es real, avanzando en la idea de 
igualdad y sin modificar la Consti-
tución. Para entenderlo mejor es 
necesario distinguir entre diferen-
cias, discriminaciones y desigual-
dades. Las diferencias, como el 
sexo, la opinión, la religión o la 
raza, son elementos de las perso-
nas que los distinguen y que no 
permiten un trato desigual. Son 
, realidades protegidas desde el se-
gundo modelo de la igualdad nor-
mativa, que en España recoge el 
articulo 14 de la Constitución. 
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Viene de la página anterior 
Las discriminaciones son las vio-
laciones de la igualdad normativa 
como equiparación, y se produ-
cen cuando una mujer no tiene el 
mismo salario legal, o no puede 
participar en una determinada 
profesión, o cuando una opinión 
es prohibida o una religión no 
puede hacer públicas manifesta-
ciones de culto. Las discriminacio-
nes se sitúan en el ámbito norma-
tivo y su solución se plantea igual-
mente en ese ámbito. Las desi-
gualdades son una cuestión de 
hecho, una realidad que existe, co-
mo consecuencia de las diferen-
cias y del desajuste entre las nor-
mas que las protegen, y que 
pretenden la equiparación, y esa 
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realidad que por diversas razones 
persiste de una desigualdad real 
no cubierta con la proclamación 
de la igualdad formal. No es posi-
ble que la igualdad sea total de 
todos en todo, pero sí al menos 
que la proclamación normativa-
mente sea real. · 
La utilización de la igualdad 
como diferenciación es el cauce 
para la superación de las desigual-
dades. No actúa ni ante las dife-
rencias ni ante las discriminacio-
nes, y tampoco ante las desigual-
dades que derivan de diferencias 
basadas en la acción voluntaria 
de los interesados, como la opi-
nión y la religión. Sólo es aplica-
ble a las desigualdades que lo 
sean a causa de las diferencias ma-
teriales, como el sexo o la raza. A 
este grupo genérico pertenece el 
problema de las cuotas de partici-
pación de la mujer como candida-
tas electorales, puesto que el dere-
cho fundamental desde la igual-
dad normativa no se corresponde 
con la situación de hecho. La insu-
ficiencia del artículo 14, en rela-
ción con el 23.2, exige la acción 
que permite el articulo 9-2, igual-
mente de nuestra Constitución vi-
gente, que encarga a los poderes 
públicos promover las condicio-
nes y remover los obstáculos para 
que la libertad y la igualdad sean 
reales y efectivas, y facilitar la par-
ticipación de todos los ciudada-
nos en la vida política, económi-
ca, cultural o social. Es el cauce 
para la igualdad como diferencia-
ción, y la jurisprudencia constitu-
cional lo ha reconocido así en nu-
merosas sentencias. Por consi-
guiente, es posible modificar la 
ley electoral y establecer cuotas 
de presencia de la mujer como 
obligatorias y mínimas en las lis-
tas electorales. Será, en todo caso, 
una norma excepcional y de vi-
gencia temporal que sólo dura-
ría hasta que desaparezcan los 
desajustes entre la desigualdad 
real y la igualdad normativa. 
Creo que un criterio de justi-
cia exigiría avanzar rápidamente 
por ese camino, aunque con mo-
deración y con prudencia para 
que se trate de una norma con 
arraigo y aceptación generaliza-
da, y respetando los principios de 
mérito y capacidad. La opinión 
pública no es, quizás, totalmente 
consciente de esta obligación de 
los poderes públicos, y es proba-
ble que sea necesario abrir un de-
bate donde todos puedan expre-
sar su opinión. Creo que la mía 
está muy clara. 
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